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 ALEJANDRO ARMENTA MIER 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

FACCIÓN ll DEL ARTICULO 80 DE LA LEY DE HIDROCARBUROS. 

El suscrito Senador Alejandro Armenta Mier a la LXV Legislatura del Congreso de la 

Unión, a nombre del Grupo Parlamentario del Partido MORENA, con fundamento en 

los artículos 71 fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como por los artículos 8 fracción I, 162 numeral 1; 163 numeral 1; 164 

numerales 1, 2 y 5; 169; 172 y demás relativos y aplicables del Reglamento del 

Senado de la República, someto a consideración de esta Soberanía, la presente 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

FACCIÓN ll DEL ARTICULO 80 DE LA LEY DE HIDROCARBUROS. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Aplicar calificativos sobre el acceso a la energía para nuestras actividades esenciales 

se vuelve un activo común en tiempos de crisis, donde el acceso a este bien se vuelve 

más difícil. 

Pasa en México, pero también en otras regiones: durante el arranque del Foro 

Económico Mundial, en el panel Energy Outlook: Overcoming the Crisis, Catherine 

MacGregor, CEO de Engie Group, se refirió a la independencia energética de Europa 

de Rusia, una situación frente a la que algunos países parecen avanzar a pasos 

veloces, mientras que otros se rezagan. Minutos antes el vice-canciller de asuntos 

económicos y acción climática de Alemania, Robert Habeck, había aludido que la 

dependencia del gas ruso por más de una década había sido un “error estratégico” 

que ahora se estaba corrigiendo en semanas. 

La soberanía energética es el derecho de una comunidad a dirigir y gestionar su 

política energética: planificar la explotación de los recursos de acuerdo a la manera 

más eficiente, pero siempre tras un análisis que contemple los impactos beneficiosos 

en las esferas sociales y medioambientales. 
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Roberto Bocca y Harsh Vijay Singh, ambos del WEF, en un artículo a propósito de la 

transición energética, consideran que reducir los riesgos para las inversiones 

energéticas en un entorno inflacionario, con incremento en los precios de los insumos 

y afectaciones a las cadenas de suministro, será una de las claves para lograr el 

objetivo de tener una economía con menos dependencia de las energías fósiles. 

Los intangibles para las empresas, como la reputación, según diversos análisis, 

pueden representar desde el 30% de su valor en el mercado y aliviar presiones para 

su operación. ¿Qué pasa si en sentido contrario se afecta la reputación de empresas 

y sectores? La viabilidad para desenvolverse no solo daña a las propias compañías, 

también afecta a un sector que debe ser prioritario para las personas. 

Hay un reconocimiento de una crisis energética global -carbón, gas y petróleo- que 

está poniendo presión sobre los consumidores a través de precios estratosféricos y 

podría presionar la transición energética. Es indispensable que la crisis de precios y 

acceso no se transforme en una crisis de reputación que entorpezca o encarezca las 

indispensables inversiones en el sector. El acceso y futuro están en ello. 

Hoy la energía parece estar en nuestras mentes más que en casi cualquier otro 

momento. No cabe duda de que el capitalismo fósil es el responsable del colapso 

climático que enfrentamos y la incertidumbre radical que este colapso supone. Al 

mismo tiempo, sin embargo, se nos recuerda cada vez con más frecuencia que no 

hay balas de plata para solucionar las crisis que enfrentamos: las energías renovables 

también tienen impactos socioambientales, y mientras éstas se inserten en un sistema 

tan desigual como el capitalismo (ya sea fósil o ‘verde’), será difícil que nos provean 

de una solución más justa. 

Hace poco, en su nota quincenal en La Jornada, Gustavo Esteva expuso de forma 

clara las implicaciones del paradigma de seguridad en torno a la pandemia: 

La vieja noción de “seguridad”, que se empleó contra el terrorismo, adquirió ahora 

peligrosos apellidos. La “seguridad alimentaria” es un dispositivo de despojo y control, 

https://www.jornada.com.mx/2021/03/08/opinion/020a2pol
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una gesta anticampesina, que produce hambre y sobreproducción; la “seguridad 

sanitaria” cumple una función semejante en otro campo más amplio. En nombre de la 

salud pública, una noción de contenidos extravagantes y peligrosos, se tomaron 

medidas y se impusieron normas de efectos devastadores, que han sido dócilmente 

obedecidas por buena parte de la gente. 

Así, el paradigma de seguridad se ha extendido a distintos ámbitos de la vida social: 

el estado de excepción se ha instituido como un modelo permanente en el ámbito de 

la comida, la salud, la educación y la democracia. Lo anterior es también una 

condición del sistema energético. Cuando el gobierno de López Obrador se refiere a 

la “soberanía energética”, está hablando en realidad de un modelo de seguridad. La 

diferencia puede entenderse bien al considerar la distinción entre seguridad y 

soberanía alimentaria. Durante la década de los años ochenta, los gobiernos y 

organismos internacionales utilizaron el concepto de “seguridad alimentaria” como 

una forma de garantizar las “reservas” de comida. El acceso a la comida se convirtió 

así en el acceso al mercado.  Así, el concepto de “seguridad alimentaria” se convirtió 

en parte de la agenda de libre comercio de muchas compañías transnacionales, 

agenda que no trajo beneficios directos para reducir el hambre o para campesinos y 

agricultores. En cambio, el paradigma de “soberanía alimentaria” surge como una 

reacción ante este modelo. La Vía Campesina, una agrupación de más de 182 

organizaciones de pequeños y medianos productores de todas partes del mundo, 

acuñó el término para restablecer el derecho de los agricultores y campesinos a 

producir alimentos y el derecho de los consumidores a decidir lo que consumen y 

cómo y quién lo produce. 

La “seguridad energética”, entonces, es un término con implicaciones geo- y 

biopolíticas. En su aspecto geopolítico, implica garantizar las reservas y el flujo de 

energía para satisfacer la demanda actual y futura. La seguridad energética se 

preocupa por el control de los recursos y, bajo este discurso, mueve el tema 

energético más allá de la discusión política a un campo de “seguridad nacional” en 

donde no hay cabida para el desacuerdo. Desde una postura biopolítica, al 

preocuparse con estadísticas abstractas como el acceso a la energía, la “seguridad 
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energética” se convierte en un fin en sí mismo, todo esto sin considerar las formas y 

propósitos de hacer accesible la energía, las fuentes a través de las cuales ésta se 

produce y las implicaciones de garantizar el acceso a la energía sin importar el costo. 

Desde la perspectiva de los movimientos sociales, el término “soberanía energética” 

se refiere a proyectos de generación, distribución y control de las fuentes de energía 

por parte de comunidades tanto urbanas como rurales, respetando los ciclos 

ecológicos de modo que no afecten negativamente a otras comunidades. La 

soberanía energética es, ante todo, el derecho a tomar decisiones sobre la energía, 

entendida como un bien común y como la base de vida digna para las personas. La 

soberanía energética implica también una resistencia a grandes proyectos de 

“desarrollo”, regresando el control de la energía a las comunidades y reclamando la 

deuda histórica y futura de estos proyectos, así como sus implicaciones para 

humanos  y no humanos. 

La soberanía energética no sólo se replantea la forma de producción, sino que busca 

reconfigurar la escala, la propiedad, el uso y la gestión de la energía. Es decir, 

presenta a la energía como un bien común, no como uno público o  privado. Al mismo 

tiempo, la soberanía cuestiona las escalas y las formas de gestión del sistema 

energético al evidenciar cómo el sistema actual ejerce un enorme control político y 

económico mediante el despliegue de la infraestructura energética fósil que ha 

“energizado” las estructuras políticas, económicas y sociales hegemónicas (desde la 

democracia y el libre comercio hasta escuelas y hospitales). La soberanía energética 

se presenta como un proyecto emancipador que promueve la autonomía en la toma 

de decisiones sobre la energía, a la vez que propone un modelo de generación y 

distribución más justo sobre el control, el uso  y los efectos de dicha energía. A 

diferencia de la seguridad, en donde el único actor importante es el Estado y en donde 

no existe un espacio de desacuerdo sobre el uso, las formas y el propósito de la 

energía, la soberanía energética pone al centro a las comunidades y la lucha por la 

autonomía y la autogestión. 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE  REFORMA LA 

FACCIÓN ll DEL ARTICULO 80 DE LA LEY DE HIDROCARBUROS 

Artículo 80.- Corresponde a la Secretaría 
de Energía: 

I. Regular y supervisar, sin 
perjuicio de las atribuciones que 
correspondan a la Agencia, así 
como otorgar, modificar y revocar 
los permisos para las siguientes 
actividades: a) El Tratamiento y 
refinación de Petróleo; b) El 
procesamiento del Gas Natural, y 
c) La exportación e importación 
de Hidrocarburos y Petrolíferos 
en términos de la Ley de 
Comercio Exterior y con el apoyo 
de la Secretaría de Economía;  

II. Determinar la política pública en 
materia energética aplicable a los 
niveles de Almacenamiento y a la 
garantía de suministro de 
Hidrocarburos y Petrolíferos, a fin 

Artículo 80.- Corresponde a la Secretaría 
de Energía:  

I. Regular y supervisar, sin 
perjuicio de las atribuciones 
que correspondan a la 
Agencia, así como otorgar, 
modificar y revocar los 
permisos para las siguientes 
actividades: a) El Tratamiento 
y refinación de Petróleo; b) El 
procesamiento del Gas 
Natural, y c) La exportación e 
importación de Hidrocarburos 
y Petrolíferos en términos de 
la Ley de Comercio Exterior y 
con el apoyo de la Secretaría 
de Economía;  

II. Determinar la política pública 
en materia energética 
aplicable a los niveles de 

https://globalenergy.mx/noticias-especiales/columnas/soberania-energetica-o-independencia-energetica/#:~:text=Significa%20interactuar%20en%20un%20ambiente,es%20clave%20para%20el%20futuro
https://globalenergy.mx/noticias-especiales/columnas/soberania-energetica-o-independencia-energetica/#:~:text=Significa%20interactuar%20en%20un%20ambiente,es%20clave%20para%20el%20futuro
https://globalenergy.mx/noticias-especiales/columnas/soberania-energetica-o-independencia-energetica/#:~:text=Significa%20interactuar%20en%20un%20ambiente,es%20clave%20para%20el%20futuro
https://globalenergy.mx/noticias-especiales/columnas/soberania-energetica-o-independencia-energetica/#:~:text=Significa%20interactuar%20en%20un%20ambiente,es%20clave%20para%20el%20futuro
https://medioambiente.nexos.com.mx/seguridad-o-soberania-energetica/
https://conacyt.mx/wp-content/uploads/documentos/Reforma%20El%C3%A9ctrica/PronacesECC_Pol%C3%ADticaEnerg%C3%A9tica_11abril2022.pdf
https://conacyt.mx/wp-content/uploads/documentos/Reforma%20El%C3%A9ctrica/PronacesECC_Pol%C3%ADticaEnerg%C3%A9tica_11abril2022.pdf
https://conacyt.mx/wp-content/uploads/documentos/Reforma%20El%C3%A9ctrica/PronacesECC_Pol%C3%ADticaEnerg%C3%A9tica_11abril2022.pdf
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PROYECTO DE LEY 

 

ÚNICO.- INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE POR EL 

QUE SE REFORMA LA FACCIÓN ll DEL ARTICULO 80 DE LA LEY DE 

HIDROCARBUROS para quedar como sigue: 

 

Artículo 80.- Corresponde a la Secretaría de Energía:  

I. Regular y supervisar, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a 

la Agencia, así como otorgar, modificar y revocar los permisos para las 

siguientes actividades: a) El Tratamiento y refinación de Petróleo; b) El 

procesamiento del Gas Natural, y c) La exportación e importación de 

Hidrocarburos y Petrolíferos en términos de la Ley de Comercio Exterior y 

con el apoyo de la Secretaría de Economía;  

II. Determinar la política pública en materia energética aplicable a los niveles 

de Almacenamiento y a la garantía de suministro de Hidrocarburos y 

Petrolíferos, a fin de salvaguardar los intereses y la seguridad nacionales, 

promoviendo la soberanía energética. 

 

TRANSITORIO 

 

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación. 

 

 

de salvaguardar los intereses y la 
seguridad nacionales 

Almacenamiento y a la 
garantía de suministro de 
Hidrocarburos y Petrolíferos, a 
fin de salvaguardar los 
intereses y la seguridad 
nacionales, promoviendo la 
soberanía energética. 
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Dado en el salón de sesiones del Senado de la República,  09 de enero de 2023. 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 

ARTÍCULO 6 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 

SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, EN MATERIA DE 

COMPATIBILIDAD DE PRESTACIONES. 

 

El suscrito, Dr. Ricardo Monreal Ávila, senador de la República e integrante del 

Grupo Parlamentario del Partido Morena en la LXV Legislatura de la Cámara de 

Senadores del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto 

por los artículos 78 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

116, 117, numeral 2, 121 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos, así como por los artículos 174 y 176 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 6 de la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en 

materia de compatibilidad de prestaciones, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

1. Las conquistas laborales en materia de seguridad social 

 

La seguridad social surge de los sentimientos de solidaridad humana, 

principalmente en apoyo a personas o grupos en estado de necesidad. Es un 

término conducente al bienestar de las y los ciudadanos miembros de una 

comunidad.  

 

Debido a su carácter redistributivo, la seguridad social representa un medio para 

reducir y mitigar la pobreza, prevenir la exclusión social y promover la inclusión 

social, garantizando a toda persona un disfrute mínimo de este derecho humano. 

 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) concibe a la seguridad social como 

“un sistema basado en cotizaciones que garantiza la protección de la salud, las 

pensiones y el desempleo, así como las prestaciones sociales financiadas mediante 

impuestos, ...”1 

                                                           
1 Organización Internacional del Trabajo. Hechos concretos sobre la seguridad social. Disponible en: 

https://bit.ly/2SWvHuC Fecha de consulta: 10 de noviembre de 2021. 

https://bit.ly/2SWvHuC
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En el mundo sólo el 20 por ciento de la población cuenta con una cobertura de 

seguridad social, por lo tanto, más de la mitad no dispone de ningún medio de 

protección social. Y solo una de cada cinco personas en el mundo dispone de una 

cobertura de seguridad social, esto conforme a datos de la OIT.2 

 

En el caso de nuestro país, de los más de 126 millones de habitantes de México 

que registró el censo de población del 2020 del Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía (INEGI), el 73.5%, el 73.5%, es decir 92 millones 582 mil 812 personas, 

están afiliadas a servicios de salud. De estos, el 97.7% están afiliadas a algún 

servicio público, mientras que el 2.3% restante a seguros o servicios privados. 

 

Del primer universo, el 51 por ciento están afiliados al IMSS; el 7.7 por ciento al 

ISSSTE; el 1.1 al ISSSTE estatal, 1.3 a PEMEX, Defensa o Marina; el 35.5 al 

Instituto de Salud para el Bienestar; 1 por ciento al IMSS Bienestar; el 2.8 a alguna 

institución privada, y el 1.2 a otra institución3. Además, al presentar indicadores 

sobre las personas de 60 años y más en el país, el Instituto dio conocer que de la 

Población No Económicamente Activa, que representó 12 millones 110 mil 210 

personas en el segundo trimestre de 2022, solo 3 millones 754 mil 165 recibían una 

pensión y se habían jubilado con éxito. Cabe destacar que la población masculina 

pensionada y jubilada es mayor a la femenina, representando esta 58 por ciento 

frente al 17 por ciento. 

 

La Recomendación sobre los pisos de protección social, 2012 (núm. 202) de la OIT4, 

aporta pautas de orientación a los Estados Miembros para el establecimiento de 

sistemas de seguridad social integrales y la extensión de la cobertura de la 

seguridad social, dando prioridad a la puesta en práctica de pisos de protección 

social accesibles a todas las personas. Entre otras, el organismo internacional 

enfatiza las siguientes: 

 

 Que el derecho a la seguridad social es un derecho humano; 

 

                                                           
2 Idem.  
3 Censo de Población y Vivienda 2020. Disponible en: https://bit.ly/3TmGrAx Fecha de consulta: 10 

de noviembre de 2022. 
4 R202 - Recomendación sobre los pisos de protección social, 2012 (núm. 202). Disponible en: 

https://bit.ly/3hBnblz Fecha de consulta: 11 de noviembre de 2022. 

https://bit.ly/3TmGrAx
https://bit.ly/3hBnblz
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 Que el derecho a la seguridad social es una necesidad económica y social para 

el desarrollo y el progreso; 

 

 La seguridad social es una herramienta importante para prevenir y reducir la 

pobreza, la desigualdad, la exclusión y la inseguridad sociales, para promover la 

igualdad de oportunidades, la igualdad de género y la igualdad racial y para 

apoyar la transición del empleo informal al empleo formal; 

 

 La seguridad social es una inversión en las personas que potencia su capacidad 

para adaptarse a los cambios de la economía y del mercado de trabajo, y que los 

sistemas de seguridad social actúan como estabilizadores sociales y económicos 

automáticos, los cuales ayudan a estimular la demanda agregada en tiempos de 

crisis y en las etapas posteriores, y ayudan a facilitar la transición hacia una 

economía más sostenible; 

 

 La priorización de las políticas de seguridad social debe estar destinadas a 

promover un crecimiento sostenible a largo plazo, asociadas a la inclusión social, 

contribuye a superar la pobreza extrema y a reducir las desigualdades y 

diferencias sociales dentro de las regiones y entre ellas; 

 

 Reconociendo que la transición al empleo formal y el establecimiento de sistemas 

de seguridad social sostenibles se refuerzan mutuamente; 

 

Como se observa, las medidas emitidas por la OIT son una guía fundamental que, 

partiendo del reconocimiento pleno del derecho humano a la seguridad social, sirven 

también para reiterar que garantizar ese derecho contribuye a prevenir y reducir la 

pobreza, la desigualdad, la exclusión y la inseguridad sociales, asimismo, enfatiza 

que dicha seguridad ayuda al fomento de la economía nacional.  

 

Derivado de lo anterior, es pertinente rememorar cómo llegó a concebirse a la 

seguridad social como derecho humano y parte fundamental de toda persona. Para 

ello es preciso remontarse a la revolución industrial, etapa durante la que las 

personas trabajadoras no contaban con certidumbre en torno a sus horarios de 

trabajos y descansos, así como tampoco con información sobre los riesgos y 

peligros que conlleva el trabajo, ni tenían acceso a salarios justos y la coalición y la 

huelga de trabajadores era considerada un delito.  
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Asimismo, las personas empleadoras no estaban obligadas a pagar las 

enfermedades y accidentes de trabajo ni las hospitalizaciones en caso de que se 

agravara la salud de sus empleados.5  

 

Por otra parte, y derivado de los acontecimientos ocurridos durante la Primera 

Guerra Mundial (1814-1918), las clases oprimidas, incluida la de las personas 

trabajadoras, empezaron a tomar consciencia sobre sus condiciones, así como 

sobre las vías para enfrentar la desigualdad y la injusticia que padecían frente a sus 

empleadores. Luego de diversos movimientos de protesta en diversas partes del 

mundo, finalmente los Estados resolvieron emitir legislaciones para proteger a las y 

los trabajadores en torno a su espacio laboral, así como a su desarrollo humano y 

seguridad personal y familiar.6 

 

En nuestro país, un primer antecedente de la seguridad social se ubica en el periodo 

presidencial de Benito Juárez, tiempo en el que el tema fue fundamentalmente 

considerado desde la perspectiva asistencial, lo que derivó en la fundación, en 1871, 

de la Escuela de Ciegos.  

 

Años después, en 1917, con la promulgación de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos se establecieron los derechos de las personas 

trabajadoras en el artículo 123, hecho que motivó la reivindicación de la clase 

trabajadora. De esa forma, la seguridad social quedó incorporada y, con el paso del 

tiempo, comenzó a abarcar una serie de derechos adyacentes, a saber:  el derecho 

a la salud, a la asistencia médica, la protección de los medios de subsistencia y a 

los servicios sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo, así como 

el otorgamiento de prestaciones económicas destinas a proteger a la o el trabajador 

en  caso de invalidez, fallecimiento, cesación involuntaria de trabajo, accidentes en 

el entorno laboral, así como por el cumplimiento de los requisitos de edad para 

acceder a una pensión.7 

 

                                                           
5 Ricardo Nugent. La seguridad social: su historia y sus fuentes. Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto 

de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. 1997. Disponible en: https://bit.ly/2Ri3npq Fecha de 

consulta: 11 de noviembre de 2022. 
6 Fernando Flores Gómez González y Gustavo Carvajal Moreno. Nociones de derecho positivo 
mexicano. Editorial Porrúa. México. 1996. Pág. 235.  
7 Ley del Seguro Social. Disponible en: https://bit.ly/3TWG4xb Fecha de consulta: 16 de noviembre 

de 2022. 

https://bit.ly/2Ri3npq
https://bit.ly/3TWG4xb
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El Diccionario de la Lengua Española concibe a la pensión como la cantidad 

periódica, temporal o vitalicia que la seguridad social paga por razón de jubilación, 

viudedad, orfandad o incapacidad. Asimismo, hace referencia a que es el auxilio 

pecuniario que bajo ciertas condiciones se concede para estimular o ampliar 

estudios o conocimientos científicos, artísticos o literarios. 

 

Como fue señalado, los antecedes de las pensiones se remontan hacia la 

promulgación de la Constitución de 1917, pero fue hacia 1929, a través de la 

reforma a la fracción XXIX del artículo 123, que se estableció la expedición de la 

Ley del Seguro Social, la cual debía comprender la regulación para accederos a los 

seguros de invalidez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades 

y accidentes, y el seguro de enfermedades.8 

 

El 19 de agosto de 1925 se publicó la Ley General de Pensiones Civiles de Retiro 

en la que se protegía a las personas encargadas del servicio público, incluyendo a 

las y los docentes Asimismo, esta ley creó un fondo de pensiones que dependían 

de las aportaciones de las y los trabajadores y del Estado, al tiempo que instituyó  

las pensiones por jubilación, que se adquirían por cesantía en edad avanzada, 

sobrevivencia e invalidez, y la edad mínima para acceder a esta prestación sería de 

sesenta años.  

 

“Ley General de Pensiones Civiles de Retiro 

 

Art.1. Los funcionarios y empleados de la Federación y del Distrito y Territorios 

Federales, tienen derecho, en los términos de esta ley, a pensiones de retiro cuando 

lleguen a la edad de sesenta años cumplidos o se inhabiliten para el servicio, si en 

uno u otro caso han servido por un tiempo igual o superior al que como mínimo 

determina esta ley. 

 

El retiro forzoso con goce de pensión se ajustará a lo prevenido en los arts. 8 a 10. 

 

Art. 2. Las pensiones pasarán a los deudos del pensionista, cuando éste fallezca, 

en los términos que se determinan en los arts. 24, 33 y 34 de la presente ley. 

 

                                                           
8 LEY por la cual se reforman los artículos 73 y 123 de la Constitución General de la República, 

publicada en el DOF el 6 de septiembre de 1929. Disponible en: https://bit.ly/3OdJTfP Fecha de 

consulta: 16 de noviembre de 2022. 

https://bit.ly/3OdJTfP
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Art. 3. Tienen derecho a los beneficios de esta ley, todos los encargados de un 

servicio público que no sea militar, incluyendo los de carácter docente y cuyos 

cargos y remuneraciones estén enumerados en las leyes orgánicas del respectivo 

servicio o en el Presupuesto de Egresos, o que en virtud de disposición legal, sean 

pagados con cargo al Erario Federal o al del Distrito o Territorio respectivo, con 

excepción de los siguientes: 

 

I. Los diputados y senadores; 

II. Los que sirvan mediante contrato; 

III. Los que tengan como remuneración honorarios o comisiones proporcionales al 

trabajo desempeñado o a los resultados obtenidos. 

 

Los que presten sus servicios en calidad de artesanos u operarios, o que formen 

parte de la servidumbre, se considerarán comprendidos en las disposiciones de esta 

ley, si se les expide despacho o nombramiento mediante el cual acrediten que sus 

servicios tienen el carácter de permanentes. 

 

Art. 7. Tienen derecho a pensión: 

 

I. Los funcionarios que cumplan sesenta años de edad, después de quince años, 

por lo menos, de trabajos; 

 

II. Los deudos de los funcionarios que fallezcan en el cumplimiento de sus deberes 

o a consecuencia de él, sea cual fuere el tiempo que hayan estado en funciones; 

 

III. Los funcionarios que se inhabiliten física o intelectualmente, de manera 

permanente, por causa de su servicio, sea cual fuere el tiempo que hayan estado 

en funciones, a menos de que la inhabilitación sea producida por culpa del mismo 

funcionario; 

 

IV. Los que se inhabiliten física o intelectualmente, de manera permanente, por 

causas ajenas al desempeño del cargo o empleo, si tienen por lo menos, diez años 

de servicios y que la inhabilitación no sea consecuencia del abuso de bebidas o 

sustancias nocivas, ni de otros actos que se puedan calificar de mala conducta. 

 

Art. 64. La administración del ramo de pensiones corresponderá privativamente a la 

Dirección de Pensiones, cuyo órgano superior será una junta que se denominará 

Directiva y que para la ejecución de sus resoluciones tendrá a sus órdenes 

inmediatas y exclusivas a un funcionario que, con el nombre de Director de 
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Pensiones será el jefe del personal de la oficina que ha de tener a su cargo el trabajo 

administrativo.”9 

 

Por otra parte, en 1942 y con el objetivo de pactar un esquema de pensiones y 

jubilaciones, el gobierno federal y las y los trabajadores firmaron el primer contrato 

colectivo de trabajo con Petróleos Mexicanos. Ese mismo año se presentó el 

proyecto de la Ley del Seguro Social en el cual fueron inscritos los seguros de vejez, 

invalidez y muerte. Su fondeo provendría de una bolsa única para la colectividad 

asegurada de esa primera generación y de las futuras. En otras palabras, con todas 

las aportaciones que realizaran las y los trabajadores se formaría una gran bolsa o 

reserva técnica con la que se pagarían las pensiones a cada persona en su debido 

tiempo. Asimismo, la cobertura se circunscribía para trabajadores formales de las 

empresas paraestatales, privadas o de administración social. 10 

 

Años después y con el objetivo de que las y los trabajadores del Estado tuvieran 

mayor protección en materia de seguridad social, en 1959 surge el Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), institución 

que se encargaría de que administrar las pensiones de las personas trabajadoras 

al servicio del Estado.  

 

Asimismo, en 1976 fue creado el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas 

Armadas Mexicanas (ISSFAM), con el objetivo de para asistir todo lo relacionado 

con los miembros del sector militar.  

 

A raíz del surgimiento de instituciones como el IMSS, el ISSSTE y el ISSFAM, que 

se caracterizaron por tener sus propios sistemas de pensiones, sustentadas en el 

de la Ley del Seguro Social, también los gobiernos estatales y municipales harían 

lo propio, pues el pago de las pensiones ya no se concentraba en unas cuantas 

instituciones, sino que se hacía extensivo a otros entes para que manejaran sus 

pensiones, igualmente basadas en la ley referida. Hoy en día hay en nuestro país 

más de 105 sistemas públicos de pensiones.11 

                                                           
9 Ley General de Pensiones Civiles de retiro. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. 

Disponible en: https://bit.ly/3Gjl00n Fecha de consulta: 16 de noviembre de 2022. 
10 Jorge Tonatiuh Martínez Aviña. Una propuesta para reformar el sistema de pensiones en México. 
Capítulo 2 Historia de las pensiones en México. Breve análisis de los modelos de pensiones en 

México. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Disponible en: https://bit.ly/3gei6iX Fecha 

de consulta: 16 de noviembre de 2022. 
11 Idem.  

https://bit.ly/3Gjl00n
https://bit.ly/3gei6iX
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Sin embargo, y a pesar de los esfuerzos para mantener un sistema de pensiones 

digno, en 1985 el fondo de reservas que soportaba a las pensiones ya no era 

suficiente y comenzó a precarizarse. Por esta razón, el esquema de pensiones 

cambió sustantivamente, pasando de un financiamiento de capitalización colectiva 

a uno de reparto, en el que las y los trabajadores en activo sostienen de forma 

directa a las personas jubiladas.  

 

Lo anterior, derivó, en 1992, en la reforma a Ley del Seguro Social, a la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta y a la Ley del Infonavit que dio paso a la creación del 

Sistema de Ahorro para el Retiro, conocido como SAR. Con este cambio se transfirió 

a la Banca el 2 % del salario de cotización de la o el trabajador para el fondo de 

retiro y el 5 % relativo al Infonavit para el fondo de financiamiento a la vivienda, por 

lo que el monto acumulado para el fondo de retiro se debería dar a las y los 

trabajadores al llegar al momento de su jubilación y quedaría establecido el 

mecanismo de ahorro complementario obligatorio y las cuentas individualizadas.  

 

Por su parte, en 1993 el ISSSTE haría lo mismo a través de una reforma integral 

para adherirse al SAR. Posteriormente, en 1995, la Ley del Seguro Social volvió a 

reformarse para establecer un esquema de capitalización individual en donde las y 

los trabajadores que ingresan al sector laboral tiene que ahorrar para obtener su 

pensión, ahorro administrado por las Administradoras de Fondos para el Retiro 

(AFORE). Lo mismo se hizo con el ISSSTE en 2007, y en PEMEX en 2015.  

 

En otro orden de ideas, como se ha visto, existen diferentes tipos de pensiones, sin 

embargo, las pensiones del IMSS, ISSSTE, e incluso las pensiones del Bienestar, 

son las más recurridas por parte de las y los extrabajadores.  

 

Entre las pensiones concebidas por el IMSS se encuentran las siguientes12:  

 

Pensiones IMSS 

Tipo de 

pensión 

Contexto 

Pensión por 

vejez y por 

Se le otorga a la o el trabajador y accede a esta una vez que cumpla 

60 años.  

                                                           
12 Instituto Mexicano del Seguro Social. Disponible en: https://bit.ly/3gfUNp2 Fecha de consulta: 17 

de noviembre de 2022.  

https://bit.ly/3gfUNp2
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cesantía en 

edad avanzada 

Pensión de 

Incapacidad 

Permanente  

Se otorga al asegurado que haya sufrido un riesgo de trabajo 

(accidente o enfermedad), que haya dictaminado el servicio de Salud 

en el Trabajo. La pensión provisional, es solo por un periodo de 

adaptación de dos años, transcurrido el periodo referido, en su caso, 

se otorgará la pensión con carácter permanente. 

Pensión por 

invalidez 

Se otorga cuando el asegurado tiene un estado físico o mental que le 

impide realizar sus labores remuneradas de la misma forma o 

equivalente al cincuenta por ciento de la actividad que realizaba 

durante su último año de labores, siempre que esto haya sido causado 

por una causa ajena al ejercicio profesional. 

Pensión por 

viudez 

Se otorga a la viuda esposa y a falta de ésta a la concubina del 

asegurado o pensionado fallecido, a falta de esposa, la pensión la 

puede recibir la mujer con quien el asegurado o pensionado vivió 

durante los cinco años que precedieron inmediatamente a su muerte 

o con el que tuvo hijos, siempre que ambos hubieran permanecido 

libres de matrimonio durante el concubinato. De igual manera se 

otorga al viudo esposo y a falta de éste al concubinario de la 

asegurada o pensionada fallecida. El derecho a la pensión de viudez 

también se otorga a las personas del mismo sexo unidas a través de 

matrimonio con la persona asegurada o pensionada fallecida. 

Pensión por 

orfandad 

En esta modalidad, que es posterior al fallecimiento de un asegurado 

o pensionado ante el IMSS, el representante legal de los hijos 

menores de edad de hasta 16 años puede solicitar dicha pensión. Se 

debe acreditar al menos 150 semanas cotizadas del asegurado o en 

caso de que hayas recibido una pensión por riesgo de trabajo o 

invalidez. 

 

 

Por su parte, el ISSSTE cuenta con el siguiente esquema de pensiones:13: 

 

Pensiones ISSSTE 

Tipo de 

pensión 

Contexto 

Pensión por 

cesantía en 

edad avanzada 

Se otorga al trabajador ocurre cuando quede privado de empleo 

remunerado a partir de los 60 años. 

                                                           
13 ISSSTE. Disponible en: https://bit.ly/2xUazf8 Fecha de consulta: 17 de noviembre de 2022. 

https://bit.ly/2xUazf8
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Pensión por 

Vejez 

Se otorga al trabajador asegurado que haya cumplido 65 años y tenga 

reconocidos por el Instituto un mínimo de 25 años de cotización. 

Pensión por 

Incapacidad 

parcial o total 

Se otorga al trabajador asegurado que haya sufrido un accidente o 

enfermedad de trabajo. 

Pensión por 

Invalidez 

temporal o 

permanente 

Se otorga a los trabajadores que estén inhabilitados física o 

mentalmente por causas ajenas a tu cargo o empleo. 

Pensión por 

causa de muerte 

del trabajador 

(viudez) 

La muerte del trabajador cualquiera que sea su edad, y siempre que 

hubiere cotizado al Instituto por tres años o más, dará origen a las 

Pensiones de viudez, concubinato, orfandad o ascendencia en su 

caso. 

 

Entre el tipo de las pensiones otorgadas y administradas por la Secretaría del 

Bienestar se encuentras las siguientes:  

 

Pensiones Bienestar 

Tipo de 

pensión 

Contexto 

Programa de 

Pensión para el 

Bienestar de las 

Personas 

Adultas 

Mayores 14 

Apoya de manera universal a mujeres y hombres mayores de 65 años 

en todo el país, asimismo, contribuye al bienestar de las personas 

adultas mayores a través de la entrega de una pensión no contributiva 

que ayude a mejorar las condiciones de vida y que a su vez permita 

el acceso a la protección social. 

Programa 

Pensión para el 

Bienestar de 

las Personas 

con 

Discapacidad 

Permanente15 

Busca mejorar el ingreso monetario de las personas con discapacidad 

permanente y de esta manera contribuir a lograr la vigencia efectiva 

de los derechos de niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas 

indígenas y afromexicanas que viven con discapacidad, para así 

eliminar la marginación, la discriminación y el racismo que enfrentan. 

 

 

                                                           
14 Secretaría de Bienestar. Disponible en: https://bit.ly/3Oi0vmS Fecha de consulta: 17 de noviembre 

de 2022. 
15 Secretaría de Bienestar. Disponible en: https://bit.ly/3OfIRQu Fecha de consulta: 17 de noviembre 

de 2022. 

https://bit.ly/3Oi0vmS
https://bit.ly/3OfIRQu
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2. El derecho al goce de prestaciones: conceptos y marco jurídico. 

 

En la Ley Federal del Trabajo se establece que toda persona que realice trabajo 

subordinado para una persona física o moral mediante el pago de un salario tiene 

derecho a prestaciones. Estas prestaciones son: seguridad social, vacaciones, 

prima vacacional, aguinaldo, prima dominical, pago de utilidades, prima de 

antigüedad, entre otras más. Independientemente del tipo de trabajador, es 

obligación del patrón pagar un salario, dar de alta en el seguro social y pagar las 

prestaciones inherentes a ese trabajo en la parte proporcional. 

 

Además, de conformidad con el artículo 102 de la Ley Federal del Trabajo se 

menciona que:  

 

“Artículo 102. Las prestaciones en especie deberán ser apropiadas al uso personal 

del trabajador y de su familia y razonablemente proporcionadas al monto del salario 

que se pague en efectivo”. 

 

En otro orden de ideas, el derecho al goce de prestaciones por parte del seguro 

social tiene su fundamento en el artículo 4 de la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, el cual contempla como 

prestaciones y servicios:  

 

I. Préstamos hipotecarios y financiamiento en general para vivienda, en sus 

modalidades de adquisición en propiedad de terrenos o casas habitación, 

construcción, reparación, ampliación o mejoras de las mismas; así como 

para el pago de pasivos adquiridos por estos conceptos;   

II. Préstamos personales: a) Ordinarios; b) Especiales; c) Para adquisición 

de bienes de consumo duradero, y d) Extraordinarios para damnificados 

por desastres naturales;   

III. Servicios sociales, consistentes en:  a) Programas y servicios de apoyo 

para la adquisición de productos básicos y de consumo para el hogar; b) 

Servicios turísticos; c) Servicios funerarios, y d) Servicios de atención 

para el bienestar y desarrollo infantil;   

IV. Servicios culturales, consistentes en: a) Programas culturales; b) 

Programas educativos y de capacitación; c) Atención a jubilados, 

Pensionados y discapacitados, y d) Programas de fomento deportivo. 
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De acuerdo con el artículo 12 del Reglamento para el otorgamiento de pensiones 

de los trabajadores sujetos al régimen del artículo décimo transitorio del Decreto por 

el que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, existe una serie de supuestos de compatibilidad, es decir, 

sobre el derecho que tiene una persona al goce y disfrute de más de una pensión. 

 

La compatibilidad de las pensiones tiene su fundamento en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 123 Apartado B, el cual menciona 

que lo primordial es que el Estado garantice que el trabajador, al momento de su 

retiro, tenga un nivel de vida digno. Asimismo, la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado también prevé esta situación en 

su artículo 48: 

 

“Artículo 48. Las Pensiones a que se refiere esta Ley son compatibles con el disfrute 

de otras Pensiones que se reciban con el carácter de Familiar Derechohabiente”. 

 

Dicho lo anterior, la compatibilidad de las pensiones del ISSSTE son las 

siguientes16:  

 

1. Las pensiones por jubilación, retiro por edad y tiempo de servicios, por 

cesantía en edad avanzada y por invalidez son compatibles con una pensión 

por viudez, concubinato o riesgo de trabajo. 

2. Las pensiones de viudez o concubinato son compatibles con las pensiones 

por jubilación, retiro por edad y tiempo de servicios, cesantía en edad 

avanzada, por invalidez o con una pensión por riesgo de trabajo ya sea por 

derechos propios o como cónyuge o concubinario del trabajador o 

pensionista. Asimismo, dichas pensiones son compatibles con un trabajo 

remunerado que no implique la incorporación al régimen del artículo 123, 

apartado B de la Constitución Política. 

3. La percepción de una pensión por orfandad es compatible con el disfrute de 

otra pensión igual proveniente de los derechos derivados del otro progenitor.  

4. Asimismo, la SCJN ha dicho que el pago simultáneo de la pensión por 

invalidez y la diversa por riesgos del trabajo no pone en peligro la viabilidad 

financiera del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

                                                           
16 Dirección de Prestaciones Económicas, Sociales y Culturales Subdirección de Pensiones, Compatibilidad de 
Pensión, Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Gobierno de México, 2018, 
disponible en: https://bit.ly/3Ez6v6r  

https://bit.ly/3Ez6v6r
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del Estado, pues ambos conceptos tienen autonomía financiera y el disfrute 

de ambos derechos hace efectivo el principio de previsión social17. 

5. El carácter de beneficiario de una pensión por viudez y las prestaciones 

derivadas del propio empleo, son plenamente compatibles y pretenden hacer 

efectiva la protección del bienestar de los familiares del trabajador o 

pensionado fallecido y mejorar su nivel de vida. 

 

Aunado a lo anterior, la propia Ley establece que la suma de las pensiones que son 

compatibles no puede rebasar del tope máximo de pensión, es decir, 10 veces el 

salario mínimo o del UMA según corresponda. En estos casos el Instituto debe 

hacer el descuento por las cantidades que rebasen el tope máximo de pensión bajo 

los conceptos “048 compatibilidad de pensión y 054 cobro indebido de pensión”. Sin 

embargo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya estableció que esta situación 

es violatoria del derecho a la seguridad social y que cada una de las pensiones 

otorgadas deberá de respetar el límite máximo pensionario de manera individual. 

Por otro lado, la SCJN considera que el empleo que una persona desempeñe en la 

Federación es compatible con la jubilación a que tenga derecho y se le haya 

otorgado en un Estado, porque ésta tiene, como motivo legal, el servicio prestado 

al mismo18.  

Así, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado en su artículo 149 establece la compatibilidad del sistema del IMSS con el 

del ISSSTE, y la posibilidad de moverse entre el sector público y el privado 

preservando sus derechos pensionarios íntegramente. 

Artículo 149. El Instituto, previa aprobación de su Junta Directiva y opinión favorable 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, podrá celebrar convenios de 

portabilidad con otros institutos de seguridad social o con Entidades que operen 

                                                           
17 Tesis: 2a./J. 39/2022 (11a.), Undécima Época, emitida por la Segunda Sala de la SCJN y publicada en Agosto 
de 2022 en el Libro 16, Tomo III de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 3155, bajo el 
rubro “INVALIDEZ Y RIESGO DEL TRABAJO. EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 12 DEL REGLAMENTO PARA 
EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE LOS TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO 
TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, INFRINGE EL DERECHO DE SEGURIDAD SOCIAL Y EL PRINCIPIO 
DE PREVISIÓN SOCIAL, AL NO PERMITIR SU COMPATIBILIDAD”. Disponible en: https://bit.ly/3hHTDTr  
18 Tesis Aislada 332228, Novena Época. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo LIV, página 874, 
bajo el rubro “PENSIONES, COMPATIBILIDAD DE LAS, CON OTRO TRABAJO”. Disponible en:  
https://bit.ly/3gdUoU4.  

https://bit.ly/3hHTDTr
https://bit.ly/3gdUoU4


 
 

 

 

 

14 
 

otros sistemas de seguridad social compatibles con el previsto en la presente ley, 

mediante los cuales se establezcan:   

I. Reglas de carácter general y equivalencias en las condiciones y requisitos 

para obtener una Pensión de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, e 

invalidez y vida, y   

II. Mecanismos de traspaso de recursos de las Subcuentas que integran la 

Cuenta Individual (…).  

 

Sin embargo, cuando se cotiza a la par en dos organismos como IMSS o ISSSTE 

depende del tipo de régimen aplicable al caso concreto. Es decir, si se cotiza dentro 

del régimen de cuentas individuales solo se puede acceder a una sola pensión, ya 

que en este caso se aplica la portabilidad de pensiones, mientras que si se cotiza 

en el régimen del Décimo transitorio se tiene derecho a ambas pensiones, ya que 

en este caso se aplica la compatibilidad.   

 

3. La inconstitucionalidad del Artículo 6, fracción XII, inciso d), numeral 2) de 

la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado. 

 

En virtud del amparo en revisión 183/2021, el pasado abril del año en curso, la 

segunda sala de la Suprema Corte de Justicia llegó a la conclusión de que el artículo 

6, fracción XII, inciso 2), de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado es inconstitucional por resultar sobreinclusivo, al 

establecer una limitación constitucionalmente inválida que restringe de manera total 

el acceso a una pensión por contar con diversos derechos de seguridad social 

propios. 

 

Con el fin de comprender el contexto del criterio jurisprudencial en comento, es 

menester citar la disposición objeto de análisis:  

 

“Artículo 6.19 Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:  

 

I. a XI. … 

 

                                                           
19 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Secretaría General, Secretaría de Servicios 
Parlamentarios, Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 
Disponible en: http://bit.ly/3TAZ18i. Fecha de consulta 13 de noviembre de 2022.  

http://bit.ly/3TAZ18i
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XII. Familiares derechohabientes a: 

 

a) a c) … 

d)  Los ascendientes que dependan económicamente del Trabajador o 
Pensionado. 

 
Los familiares que se mencionan en esta fracción tendrán el derecho que esta Ley 
establece si reúnen los requisitos siguientes: 
 

1) Que el Trabajador o el Pensionado tenga derecho a los seguros, 
prestaciones y servicios señalados en esta Ley, y 

 
2) Que dichos familiares no tengan por sí mismos derechos propios a los 

seguros, prestaciones y servicios previstos en esta Ley, o a otros similares 
en materia de servicios de salud, otorgados por cualquier otro instituto de 
seguridad social;” 

 

Para el máximo tribunal, la porción normativa que establece: "Que dichos familiares 

no tengan por sí mismos derechos propios a los seguros, prestaciones y servicios 

previstos en esta ley", es inconstitucional por su carácter sobreinclusivo, pues 

comprende un universo tan amplio que obstaculiza el ejercicio pleno de derechos 

de seguridad social, como el disfrute de una pensión por viudez de forma simultánea 

a las prestaciones que se originan de la situación laboral de orden personal20.  

 

En el estudio de fondo se determinó que la previsión es sumamente amplia en 

relación con los requisitos que deben observar los familiares derechohabientes para 

el acceso a todas las prestaciones que pueden derivar de la relación del trabajador 

y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 

incluyendo en su universo la incompatibilidad total de derechos propios con todos 

los seguros, prestaciones y servicios contemplados en la ley en comento.  

 

Asimismo, señala,  su inconstitucionalidad también deriva del estrecho vínculo que 

guarda con la norma reglamentaria, en donde se describieron y desarrollaron los 

supuestos de compatibilidad de las pensiones que otorga el Instituto en términos 

prácticamente idénticos, constituyendo de tal manera un sistema normativo que 

repercute negativamente en el adecuado ejercicio de los derechos propios de la 

seguridad social; máxime que el artículo 12, fracción II, inciso c), del reglamento 

                                                           
20 Semanario Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tesis: 2ª./J. 20/2022 
(11ª.), Libro 12, abril de 2022, Tomo II, página 1525. Disponible en: http://bit.ly/3UDxOD8. Fecha de 
consulta: 13 de noviembre de 2022.   

http://bit.ly/3UDxOD8
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citado ya fue declarado inconstitucional por la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 129/2016 (10a.), de título 

y subtítulo: "PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 12, FRACCIÓN II, INCISO C), 

DEL REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE LOS 

TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO 

TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DEL 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO, VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 

SOCIAL.".  

 

Dado lo anterior, las y los ministros concluyeron que la poción normativa del artículo 

6 de la Ley del ISSSTE, en consonancia con el artículo mencionado del Reglamento, 

forman parte de un sistema normativo que vuelve imposible el ejercicio del derecho 

a la seguridad social y la compatibilidad de prestaciones, lo que claramente 

contraviene el texto constitucional. Asimismo, la Segunda Sala señala que, toda vez 

que el régimen de seguridad social previsto en la legislación mexicana atiende al 

sistema de cuentas individuales dentro del cual los trabajadores realizan 

aportaciones de manera individual y en algunos casos conjunta con el Estado, la 

pensión por viudez que iba a recibir la cónyuge del caso estudiado, así como las 

prestaciones que le corresponden por su trabajo, atienden a dos derechos con un 

origen distinto, de lo cual se deduce que hay independencia entre estos. 

 

Consecuentemente, las dos situaciones jurídicas (el carácter de beneficiario de una 

pensión por viudez y las prestaciones derivadas del propio empleo), son plenamente 

compatibles y pretenden hacer efectiva la protección del bienestar de los familiares 

del trabajador o pensionado fallecido y mejorar su nivel de vida. 

 

Aunado a las consideraciones expresadas por la Suprema Corte, es necesario 

tomar en consideración que el artículo primero constitucional prescribe dentro de su 

párrafo primero que todas las personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los cuales el 

Estado Mexicano sea parte; y que el artículo 123 constitucional en su apartado B, 

fracción XI pone de manifiesto el derecho a la seguridad social del cual gozan los 

trabajadores al servicio del Estado.  

Por tanto, es posible advertir que el derecho a la seguridad social se encuentra 

respaldado constitucionalmente, siendo así que, forma parte del cúmulo de 
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derechos a los cuales tienen acceso las personas, en este caso, los trabajadores al 

servicio del Estado. Pero no solo eso, sino que, la norma de mérito establece una 

distinción poco fundada para vulnerar el derecho a la seguridad social de las 

personas que prestan servicios al Estado, tratándose de prestaciones simultáneas. 

Lo anterior se explica en virtud de que no existe una pretensión fundada para 

establecer una distinción en todos los casos para las personas que laboran bajo el 

régimen del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado, siendo así que, el principio de igualdad que permea en todo el ordenamiento 

jurídico se ve vulnerado a partir de una determinación arbitraria,21 y sobreinclusiva. 

Ahora bien, en cuanto al régimen normativo internacional, es importante recordar 

que a partir de la reforma de 2011 y el cambio de paradigma sobre la normativa en 

materia de Derechos Humanos dentro del país, los compromisos internacionales 

del Estado Mexicano adquirieron un carácter diverso al que tenían anteriormente, 

siendo así que, los instrumentos internacionales de los cuales forma parte, 

adquirieron un rango distinto dentro del esquema de supremacía constitucional, por 

tanto, pasaron a formar parte de lo que se denomina parámetro de regularidad 

constitucional.  

En este sentido, los tratados internacionales han adquirido un papel importante 

dentro de nuestro sistema normativo, en virtud de que aquellos en los cuales se 

contengan derechos humanos deben ser considerados como parte integrante de la 

constitución y por ende, las normas que conforman dicho sistema deben estar en 

apego con los mismos.  

Para el caso que nos ocupa, es necesario recordar que México forma parte del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en vigor desde 

el año 1981, cuyo artículo noveno prescribe que los Estados parte reconocen el 

derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social. En este 

orden de ideas, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, órgano 

dependiente de las Naciones Unidas cuya función es supervisar la aplicación de 

dicho Pacto, ha expresado a través de la Observación General No. 19 sobre el 

derecho a la seguridad social, que los Estados partes de conformidad con el artículo 

                                                           
21 Dicha afirmación queda respaldada por la Tesis de Jurisprudencia de rubro PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN. ALGUNOS ELEMENTOS QUE INTEGRAN EL PARÁMETRO GENERAL, identificada con el 
número P./J. 9/2016 (10a.) 
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segundo, párrafo primero del Pacto, deben adoptar las medidas necesarias para la 

efectiva realización del derecho a la seguridad social, siendo así que, este implica 

el derecho a no ser sometido a restricciones arbitrarias o poco razonables de la 

cobertura social existente22.  

Dicho Comité también ha hecho énfasis en que el derecho a la seguridad social 

tiene como garantía la obligación por parte del estado tanto para respetar el acceso 

al mismo, absteniéndose de toda práctica o actividad que restrinja el acceso en 

igualdad de condiciones a la seguridad social23; como para adoptar las medidas 

necesarias dentro de la legislación interna encaminadas a hacer efectivo dicho 

derecho24.  

Por tanto, al tomar en consideración que la imposibilidad para obtener prestaciones 

simultáneas en todos los casos por parte de los trabajadores sujetos al régimen del 

ISSSTE, respaldada por el contenido del artículo 6 fracción XII numeral 2 de la Ley 

del Instituto se considera sobreinclusiva, y no permite el ejercicio efectivo del 

derecho a la seguridad social, es posible decir que dicha norma contraviene el 

estándar internacional en materia de derechos humanos, siendo así que, también 

en este aspecto debe considerarse como inconstitucional.  

 

II. CONTENIDO DEL DECRETO  

 

Con base en los razonamientos expuestos y debido a la manifiesta vulneración del 

derecho fundamental de la seguridad social, esta iniciativa plantea la derogación de 

los supuestos normativos que establecen una limitación constitucionalmente 

inválida que restringe de manera total el acceso a una pensión por contar con 

diversos derechos de seguridad social propios.   

 

Con esta reforma se restituye el espíritu solidario en el que se funda la seguridad 

social y se eliminan las barreras que históricamente habían permanecido en la 

legislación y que han legitimado la violación a los derechos fundamentales de las 

personas. 

 

                                                           
22 Observación General No. 19. El derecho a la seguridad social (artículo 9). Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. Párrafo 9. https://www2.ohchr.org/english/bodies/cescr/docs/gc/e.c.12.gc.19_sp.doc 
23 Ibídem. Párrafo 44 
24 Ibídem. Párrafo 67 
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III. CUADRO COMPARATIVO  

Sin demérito de que ha quedado plenamente expuesto el objeto y motivación de las 

modificaciones planteadas, se presenta un cuadro comparativo para clarificar sus 

alcances: 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE REFORMA 

Artículo 6. Para los efectos de esta 
Ley, se entenderá por: 

 
I.  a XI. … 
 
XII.  Familiares derechohabientes 

a: 
 

a)  a d)  … 
 

Los familiares que se 
mencionan en esta fracción 
tendrán el derecho que esta 
Ley establece si reúnen los 
requisitos siguientes: 

 
 
 
 
 

1)  Que el Trabajador o el 
Pensionado tenga 
derecho a los seguros, 
prestaciones y servicios 
señalados en esta Ley, y 

 
2) Que dichos familiares no 

tengan por sí mismos 
derechos propios a los 
seguros, prestaciones y 
servicios previstos en esta 

Artículo 6. … 
 
 
I.  a XI. … 
 
XII.  … 
 
 

a)  a d)  … 
 

Los familiares que se 
mencionan en esta fracción 
tendrán el derecho que esta 
Ley establece con sólo reunir 
el requisito de que la persona 
trabajadora o pensionada 
tenga derecho a los seguros, 
prestaciones y servicios 
señalados en esta Ley.  

 
1)  Se deroga 

 
 
 
 
 

2) Se deroga 
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Ley, o a otros similares en 
materia de servicios de 
salud, otorgados por 
cualquier otro instituto de 
seguridad social; 

 
XIII.  a XXIX. … 

 

 
 
 
 
 

 
XIII.  a XXIX. … 

 

 

IV. DECRETO 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

78 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116, 117, 

numeral 2, 121 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de 

los Estados Unidos Mexicanos, así como por los artículos 174 y 176 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 

Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea el 

siguiente:  

 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 6 DE 

LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO, EN MATERIA DE COMPATIBILIDAD DE 

PRESTACIONES.   

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo de la fracción XII del artículo 6, 

y se derogan los numerales 1 y 2 del segundo párrafo del mismo artículo de la 

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al 

Servicio del Estado, para quedar como sigue:  

Artículo 6. … 

 

I.  a XI. … 

 

XII.  … 

 

a)  a d)  … 

 

Los familiares que se mencionan en esta fracción tendrán el derecho que 

esta Ley establece con sólo reunir el requisito de que la persona 
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trabajadora o pensionada tenga derecho a los seguros, prestaciones 

y servicios señalados en esta Ley.  

 

1)  Se deroga 

 

2)  Se deroga 

 

XIII.  a XXIX. … 

 

 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

PRIMERA. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 

SEGUNDA. El Ejecutivo Federal, en un plazo de 60 días, contados a partir de 

la entrada en vigor del presente Decreto, realizará las modificaciones 

reglamentarias necesarias para la observancia de lo dispuesto en el mismo. 

 

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a los 18 días del mes de enero de 

2023. 

 

SUSCRIBE 

 
 
 
 

DR. RICARDO MONREAL ÁVILA, 
SENADOR DE LA REPÚBLICA. 





 
 

 

 
 

 

 

La suscrita, Senadora Indira Kempis Martínez, integrante del Grupo Parlamentario de 

Movimieuto Ciudadano, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72, fracción H, y 

73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 66, párrafo 1, inciso a) y 

67, párrafo 1, inciso b), de la Ley Orgânica del Congreso Gêneral de los Estados Unidos 

Mexicanos, 55, fracción II, 56, 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos, y 8, punto 1, fracción I, 164, 169, 172.174, 175, 

párrafo 1, 176, 177, párrafo 1, y 178 del Reglamento del Senado de la República, presentó 

la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 73 BIS fracción 

V de la Ley Federal de Protección al Consumidor; lo anterior, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

 

En México existe un problema que se ha potencializado en los últimos años, el cual radica en 

el desabasto del suministro de agua en casas habitación, desarrollos verticales y zonas 

residenciales, ello ha tenido como consecuencia que casi dos tercios de todos los municipios 

del país tengan que enfrentar la escasez de agua.1 

 

De acuerdo al periodico New York Times,2 las cifras que subrayan la crisis son sorprendentes, 

siendo que en julio del 2022, ocho de los 32-treinta y dos estados de México sufrieron de una 

sequía entre extrema y moderada, por lo que 1546 de los 2463 municipios del país se 

enfrentaban a la escasez de agua. 

 

Ahora bien, la crisis hídrica es especialmente grave en la ciudad de Monterrey, la cual es la 

segunda ciudad más grande de México y uno de los centros económicos más importantes de la 

República Mexicana3.  

 
1 Cesar Rodriguez, M. A.-H. and B. A. (2022, August 3). 'Cazando El Agua': Una cruel Sequía afecta 

a México. The New York Times. Retrieved January 16, 2023, from 

https://www.nytimes.com/es/2022/08/03/espanol/mexico-monterrey-agua-sequia.html  
 
 
2 Cesar Rodriguez, M. A.-H. and B. A. (2022, August 3). 'Cazando El Agua': Una cruel Sequía afecta 
a México. The New York Times. Retrieved January 16, 2023, from 

https://www.nytimes.com/es/2022/08/03/espanol/mexico-monterrey-agua-sequia.html  
 
 
3 Cesar Rodriguez, M. A.-H. and B. A. (2022, August 3). 'Cazando El Agua': Una cruel Sequía afecta 
a México. The New York Times. Retrieved January 16, 2023, from 

https://www.nytimes.com/es/2022/08/03/espanol/mexico-monterrey-agua-sequia.html  



 
 

 

 
 

 

 

En el Estado de Nuevo León en el año 2022, la crisis hídrica llegó a niveles insostenibles en 

los cuales algunos municipios y colonias enfrentaron graves problemas de suministro de agua 

durante setenta y cinco días consecutivos. 

 

Las raíces de este problema son múltiples; sin embargo, uno de los principales problemas radica 

en el crecimiento urbano descontrolado que ha tenido la zona metropolitana del Estado de 

Nuevo León. 

 

Según datos del Instituto de Suelo Sustentable (INSUS), la expansión descontrolada en el 

Estado de Nuevo León ha generado un incremento hasta 8 veces mayor en la dotación de 

infraestructura para servicios básicos tales como: el suministro de agua en zonas habitacionales 

y residenciales.4  

 

Siendo que, en la zona metropolitana del Estado de Nuevo León una de las principales causas 

de la expansión urbana descontrolada ha sido la construcción de múltiples desarrollos verticales 

y horizontales  que no reúnen los permisos básicos en materia de desarrollo urbano, así como 

también el hecho de que dichos desarrollos no cumplen con los dictámenes técnicos 

elementales y factibilidades de agua y drenaje  para hacer habitables las unidades  

habitacionales y de vivienda que ofrecen en venta.  

 

Lo anterior, ha tenido como consecuencia el desabasto en el suministro de agua y que el drenaje 

sanitario en algunas zonas sea insuficiente para soportar las altas demandas de los nuevos 

desarrollos habitacionales que carecen de los dictámenes técnicos y de factibilidad de agua y 

drenaje.5  

 

 
 
 
4 Línea de Investigación: Ciudades Sustentables. Estudio del impacto de la urbanización en la Zona 
Metropolitana de Monterrey sobre la calidad del aire . (2020, August). Retrieved January 2023, 
from http://aire.nl.gob.mx/docs/reportes/Impacto_de_la_urbanizaci%C3%B3n.pdf  
 
 
5 Hernández, I. (2022, August 25). Viven Vecinos de monterrey entre aguas negras. ABC Noticias. 

Retrieved January 16, 2023, from https://abcnoticias.mx/local/2022/8/25/viven-vecinos-de-monterrey-

entre-aguas-negras-169559.html  
 
 



 
 

 

 
 

 

Por consiguiente, en el año 2022 la Institución Pública Descentralizada de nombre Servicios 

de Agua y Drenaje de Monterrey I.D.P emitió una alerta con la intención de advertir e informar 

a la ciudadanía de la existencia de diversos desarrollos habitacionales que no contaban con la 

factibilidad de agua y drenaje emitida por dicha institución.6  

Asimismo, dicha institución hizo mención  sobre el grave riesgo patrimonial y de habitabilidad 

al que se podría enfrentar la ciudadanía al  invertir en unidades habitacionales en desarrollos 

sin factibilidad de agua y drenaje y sin dictamen técnico autorizado.  Uno de los graves riesgos 

de los que se hizo mención fue el de la reducción al mínimo del suministro del agua en dichos 

desarrollos, así como también el de la cancelación del drenaje sanitario. 7  

 

Ello autoriza concluir, la importancia de que los fraccionadores, desarrolladores, constructores, 

promotores y demás personas que intervengan en la asesoría y venta al público de unidades 

habitacionales y viviendas destinadas a casa habitación tengan la obligación de enseñar a los 

consumidores e interesados  el cumplimiento aprobado por la entidad competente de los 

dictámenes técnicos, lineamientos y factibilidades en materia de drenaje y suministro de 

agua. 

En congruencia con todo lo expuesto, esta Iniciativa con Proyecto de Decreto busca reformar 

el artículo 73 BIS fracción V  de la Ley Federal de Protección al Consumidor, de la siguiente 

forma: 

 

 

 

Texto Propuesto 

 
6 Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey I.P.D. (n.d.). Retrieved January 16, 2023, from 

https://www.sadm.gob.mx/SADM/index.jsp?id_html=edificios_fact  
 
 
7 Noticias, R. A. B. C. (2022, August 15). Monterrey y san pedro venden edificios sin el servicio de agua. 

ABC Noticias. Retrieved January 16, 2023, from https://abcnoticias.mx/local/2022/8/15/monterrey-san-

pedro-venden-edificios-sin-el-servicio-de-agua-168852.html  

 

 
 
 
 



 
 

 

 
 

 

ARTÍCULO 73 BIS.- Tratándose de los 

actos relacionados con inmuebles a que se 

refiere el artículo anterior, el proveedor 

deberá poner a disposición del 

consumidor al menos lo siguiente: 

 

(....) 

 

IV. Información sobre las condiciones en 

que se encuentre el pago de 

contribuciones y servicios públicos; 

 

V. Para el caso de inmuebles nuevos o 

preventas, las autorizaciones, licencias o 

permisos expedidos por las autoridades 

correspondientes para la construcción, 

relativas a las especificaciones técnicas, 

seguridad, uso de suelo, la clase de 

materiales utilizados en la construcción; 

servicios básicos con que cuenta, así 

como todos aquellos con los que debe 

contar de conformidad con la legislación 

aplicable.  

 

 

 

En el caso de inmuebles usados que no 

cuenten con dicha documentación, se 

deberá indicar expresamente en el contrato 

la carencia de éstos; 

 

 ARTÍCULO 73 BIS.- Tratándose de los actos 

relacionados con inmuebles a que se refiere el 

artículo anterior, el proveedor deberá poner a 

disposición del consumidor al menos lo siguiente: 

 

 (....) 

 

IV. Información sobre las condiciones en que se 

encuentre el pago de contribuciones y servicios 

públicos; 

 

V. Para el caso de inmuebles nuevos o preventas, 

el dictamen de factibilidad para la conexión a 

la red general de agua potable y drenaje 

sanitario emitido por la entidad competente, 

las autorizaciones, licencias o permisos 

expedidos por las autoridades correspondientes 

para la construcción, relativas a las 

especificaciones técnicas, seguridad, uso de 

suelo, la clase de materiales utilizados en la 

construcción; servicios básicos con que cuenta,  

así como todos aquellos con los que debe contar 

de conformidad con la legislación aplicable. 

 

 

En el caso de inmuebles usados que no cuenten 

con dicha documentación, se deberá indicar 

expresamente en el contrato la carencia de éstos; 

 

  

 

 PROYECTO DE DECRETO: 



 
 

 

 
 

 

 

ÚNICO.- Se reforma por modificación el artículo 73 BIS fracción V  de la Ley Federal 

de Protección al Consumidor, para quedar como sigue: 

 

“ARTÍCULO 73 BIS.- Tratándose de los actos relacionados con inmuebles a que se 

refiere el artículo anterior, el proveedor deberá poner a disposición del consumidor al 

menos lo siguiente:  

 (........) 

 (.......) 

IV. Información sobre las condiciones en que se encuentre el pago de contribuciones y 

servicios públicos; 

 

V. Para el caso de inmuebles nuevos o preventas, el dictamen de factibilidad para la 

conexión a la red general de agua potable y drenaje sanitario autorizado por la 

entidad competente, las autorizaciones, licencias o permisos expedidos por las 

autoridades correspondientes para la construcción, relativas a las especificaciones 

técnicas, seguridad, uso de suelo, la clase de materiales utilizados en la construcción; 

servicios básicos con que cuenta,  así como todos aquellos con los que debe contar de 

conformidad con la legislación aplicable. 

 En el caso de inmuebles usados que no cuenten con dicha documentación, se deberá 

indicar expresamente en el contrato la carencia de éstos; ” 

 

TRANSITORIOS: 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación. 

 

 



 
 

 

 
 

 

Ciudad de México, al día 17 de enero de 2022 

___________________________________ 

Sen. Indira Kempis Martínez 
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